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INICIATIVA QUE REFORMA EL ARTÍCULO 117 DE LA LEY GENERAL DE 

RESPONSABILIDADES ADMINISTRATIVAS, SUSCRITA POR LA DIPUTADA YESENIA 

GALARZA CASTRO Y LEGISLADORES INTEGRANTES DEL GRUPO PARLAMENTARIO DEL 

PAN 

Quien suscribe, Yesenia Galarza Castro, diputada integrante de la LXV Legislatura de la 
Cámara de Diputados del honorable Congreso de la Unión, del Grupo Parlamentario del 
Partido Acción Nacional, con fundamento en el artículo 71, fracción II, de la Constitución 
Política de los Estados Unidos Mexicanos, así como los artículos 6, fracción I; 65, numeral 1, 
fracciones I y II; 76, numeral 1, fracción II; 78, numeral 1, y demás relativos del Reglamento de 
la Cámara de Diputados, presenta iniciativa con proyecto de decreto por el que se 
reforma el segundo párrafo del artículo 117 de la Ley General de Responsabilidades 
Administrativas, al tenor de la siguiente. 

Exposición de Motivos 

Con el nacimiento del Sistema Nacional Anticorrupción, el 19 de julio de 2017, se publica la 
Ley General de Responsabilidades Administrativas, misma que deroga la Ley Federal de 
Responsabilidades Administrativas de los Servidores Públicos, de conformidad con el 
decreto publicado en el Diario Oficial de la Federación el 18 de julio de 2016. 

Esta ley forma parte del conjunto de ordenamientos jurídicos que tuvieron que ser creados 
o reformados para la conformación y funcionamiento del Sistema Nacional Anticorrupción; 
entre los que se encuentran: el decreto por el que se adicionan y derogan diversas 
disposiciones del Código Penal Federal en materia de combate a la corrupción; el decreto 
por el que se reforma y deroga diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Administración Pública Federal, en materia de control interno del Ejecutivo federal, la Ley 
de Fiscalización y Rendición de Cuentas de la Federación; la Ley General del Sistema 
Nacional Anticorrupción; la Ley Orgánica del Tribunal Federal de Justicia Administrativa, o el 
decreto por el que se reforman y adicionan diversas disposiciones de la Ley Orgánica de la 
Procuraduría General de la República. 

La legislación que integra el Sistema Nacional Anticorrupción rompe con muchos 
paradigmas, sobre todo con el sistema jurídico tradicional de nuestro país, los tres Poderes 
que integran al Estado mexicano, se establecen normas que rigen de forma distinta la 
competencia para cada uno de ellos, así como la forma en que habrán de actuar conjunta y 
coordinadamente en el mismo sistema. 

Por cuanto hace a la Ley General de Responsabilidades Administrativas, en forma general, 
tiene por objetivos: 

- Establecer principios y directrices en la actuación de los servidores públicos. 

- Determinar la calificación faltas de administrativas como graves y no graves. 

- Establecer las posibles sanciones aplicables y los criterios a tomar en cuenta. 
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- Determinar las autoridades que deben intervenir en los procedimientos de 
responsabilidad, así como las facultades con las que contarán. 

- Establecer en forma clara, ordenada y precisa, el procedimiento para el fincamiento de 
responsabilidad administrativa, respetando los principios del debido proceso. 

- Determinar los mecanismos para la prevención, corrección e investigación de 
responsabilidades administrativas, y crear las bases para establecer políticas eficaces de 
ética pública y responsabilidad en el servicio público. 

La Ley General de Responsabilidades es una legislación novedosa e interesante en la que se 
establecen nuevas características, como la intervención de una autoridad investigadora, con 
facultades y atribuciones para calificar faltas administrativas como graves o no graves, se 
establece un catálogo de faltas graves, como son: el peculado, el cohecho, el abuso de 
funciones y el desvío de recursos públicos que, como se puede apreciar, corresponden a 
tipos penales, que ya contemplan las leyes de esa materia y que ahora se sancionarán 
además desde el ámbito administrativo, sin menoscabo de lo que se disponga en los 
códigos penales. Se contempla además la creación de una autoridad substanciadora y otra 
resolutora, y se ordena que las faltas administrativas no graves serán sancionadas por las 
secretarías y los órganos internos de control, y las faltas graves por la autoridad 
jurisdiccional que corresponda; asimismo, se establece con toda precisión que cuando el 
servidor público sujeto a un procedimiento de responsabilidades administrativas no cuente 
con abogado, le será nombrado un defensor de oficio. 

Con la Ley General de Responsabilidades Administrativas y toda la nueva legislación que 
integra el Sistema Nacional Anticorrupción se fortalece un verdadero derecho 
administrativo disciplinario, con ámbito de aplicación, naturaleza jurídica propia, 
procedimientos de investigación, de substanciación y de resolución, emplazamientos, 
resoluciones, ofrecimiento, recepción, admisión y desahogo de pruebas, medidas de 
apremio, sanciones, medios de impugnación e intervención de las autoridades 
jurisdiccionales. 

La Suprema Corte de Justicia de la Nación (SCJN) ha establecido que los principios básicos 
del derecho penal, son aplicables a la materia administrativa sancionadora, porque de esa 
forma se garantizan los derechos fundamentales de la persona, puntualizando que la 
potestad penal forma parte de un genérico ius puniendi del Estado, por lo que ambas 
materias comparten principios similares. 

De tal suerte que se impone al legislador la obligación de crear normas que sean claras y 
que no permitan la arbitrariedad en su aplicación, esto es, la autoridad legislativa no puede 
sustraerse al deber de consignar leyes con expresiones y conceptos claros, precisos y 
exactos, al describir las conductas sancionables y prever las sanciones, por lo que las leyes 
deben incluir todos sus elementos, características, condiciones, términos y plazos, para 
evitar confusiones en su aplicación o en menoscabo en la defensa a quienes va dirigida. 
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Por lo anterior, la Ley General de Responsabilidades Administrativas debe observar la exacta 
aplicación de la ley, principio aplicable a la materia administrativa, pues dicho principio 
implica el derecho de no ser sancionado de manera arbitraria, además de que guarde una 
similitud fundamental con la sanción, toda vez que, como parte de la potestad punitiva del 
Estado, ambas tienen lugar como reacción frente a lo antijurídico. 

A efecto de vigilar que se cumpla con el debido proceso, y los principios en cada uno de los 
procedimientos administrativos, como lo ordenan las leyes de nuestro país, es necesario 
establecer normas y reglas claras y precisas, y limitar al máximo posible cualquier tipo de 
incertidumbre que pudiera surgir con motivo de la redacción de los artículos de una ley. 

Por lo anterior, resulta necesario modificar el texto del artículo 117 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, en virtud de contener errores en su redacción, como se 
expone a continuación: 

“Artículo 117. Las partes señaladas en las fracciones II, III y IV del artículo anterior podrán 
autorizar para oír notificaciones en su nombre, a una o varias personas con capacidad 
legal, quienes quedarán facultadas para interponer los recursos que procedan, ofrecer e 
intervenir en el desahogo de pruebas, alegar en las audiencias, pedir se dicte sentencia 
para evitar la consumación del término de caducidad por inactividad procesal y realizar 
cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos del autorizante, 
pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. 

Las personas autorizadas conforme a la primera parte de este párrafo, deberán acreditar 
encontrarse legalmente autorizadas para ejercer la profesión de abogado o licenciado en 
derecho, debiendo proporcionar los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue 
dicha autorización y mostrar la cédula profesional o carta de pasante para la práctica de la 
abogacía en las diligencias de prueba en que intervengan, en el entendido que el 
autorizado que no cumpla con lo anterior, perderá la facultad a que se refiere este artículo 
en perjuicio de la parte que lo hubiere designado, y únicamente tendrá las que se indican 
en el penúltimo párrafo de este artículo. 

Las personas autorizadas en los términos de este artículo, serán responsables de los daños y 
perjuicios que causen ante el que los autorice, de acuerdo a las disposiciones aplicables del 
Código Civil Federal, relativas al mandato y las demás conexas. Los autorizados podrán 
renunciar a dicha calidad, mediante escrito presentado a la autoridad resolutora, haciendo 
saber las causas de la renuncia. 

Las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e 
imponerse de los autos, a cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de las demás 
facultades a que se refieren los párrafos anteriores. 

Las partes deberán señalar expresamente el alcance de las autorizaciones que concedan. El 
acuerdo donde se resuelvan las autorizaciones se deberá expresar con toda claridad el 
alcance con el que se reconoce la autorización otorgada. 
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Tratándose de personas morales estas deberán comparecer en todo momento a través de 
sus representantes legales, o por las personas que estos designen, pudiendo, asimismo, 
designar autorizados en términos de este artículo. 

De la interpretación armónica del texto del artículo 117, se pueden apreciar dos errores en su 
redacción, para empezar, el segundo párrafo señala lo siguiente: 

 ٺ, Las peȸsonas autoȸizadas conǔoȸme a la pȸimeȸa parte de este párrafoٹ

Claramente, en la primera parte de ese párrafo, no se ha hablado aún de personas 
autorizadas, por lo que es claro que se refiere a la primera parte del artículo, o en su defecto, 
al párrafo que antecede; en ese mismo orden de ideas, al final del segundo párrafo, se 
señala: 

 en el entendido ȷue el autoȸizado ȷue no cumpla con lo anteȸioȸ, peȸdeȸá la ǔacultad a [...]ٹ
que se refiere este artículo en perjuicio de la parte que lo hubiere designado, y 
únicamente tendrá las que se indican en el penúltimo párrafo de este artículo. [...]ٺ. 

Toda vez que el penúltimo párrafo señala: 

 [...]ٹ

Las partes deberán señalar expresamente el alcance de las autorizaciones que concedan. 
El acuerdo donde se resuelvan las autorizaciones se deberá expresar con toda claridad el 
alcance con el que se reconoce la autorización otorgada. 

 .ٺ[...]

Por lo que se puede determinar que, en realidad, se pretendía referirse al antepenúltimo 
párrafo que señala: 

 [...]ٹ

Las partes podrán designar personas solamente autorizadas para oír notificaciones e 
imponerse de los autos, a cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de las demás 
ǔacultades a ȷue se ȸeǔieȸen los páȸȸaǔos anteȸioȸes. [...]ٺ. 

Problemática que trata de resolver esta iniciativa 

A través de la modificación del artículo 117 de la Ley General de Responsabilidades, se 
pretende dotar de certeza jurídica a las personas sujetas a un procedimiento de 
responsabilidad administrativo, así como a las autoridades responsables de participar en 
dichos procedimientos. Ya sea en la etapa de investigación, sustanciación o incluso quien 
funja como autoridad sustanciadora. 
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Lo anterior es así, ya que, de conformidad con los criterios de la Suprema Corte de Justicia 
de la Nación, se ha determinado que los principios básicos del derecho penal, son aplicables 
a la materia administrativa sancionadora, puntualizando que la potestad penal forma parte 
de un genérico ius puniendi del Estado, por lo que ambas materias comparten principios 
similares y en atención a ello, se busca dotar de certeza jurídica a las partes en cada una de 
las etapas del procedimiento sancionador, y con la redacción actual del artículo 117 ya 
referido, dicha certeza se ve comprometida, toda vez que el artículo 117 de la Ley General de 
Responsabilidades es en este momento, una copia mal adecuada, del artículo 1069 del 
Código de Comercio, como a continuación me permito exhibir: 

 ,Artículo 1069. Todos los litigantes, en el primer escrito o en la primera diligencia judicialٹ
deben designar domicilio ubicado en el lugar del juicio para que se les hagan las 
notificaciones y se practiquen las diligencias que sean necesarias. Igualmente deben 
designar el domicilio en que ha de hacerse la primera notificación a la persona o personas 
contra quienes promueven. Cuando un litigante no cumpla con la primera parte de este 
artículo las notificaciones se harán conforme a las Reglas para las notificaciones que no 
deban ser personales, hasta en tanto sea señalado domicilio para los efectos referidos. Si 
no se designare domicilio de la contraparte, se le requerirá para que lo haga, y si lo 
ignoran se procederá en los términos del artículo siguiente. 

Las partes podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a una o varias personas 
con capacidad legal, quienes quedarán facultadas para interponer los recursos que 
procedan, ofrecer e intervenir en el desahogo de pruebas, alegar en las audiencias, pedir 
se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad por inactividad 
procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de los derechos 
del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un tercero. Las 
personas autorizadas conforme a la primera parte de este párrafo, deberán acreditar 
encontrarse legalmente autorizadas para ejercer la profesión de abogado o licenciado en 
Derecho, debiendo proporcionar los datos correspondientes en el escrito en que se 
otorgue dicha autorización y mostrar la cédula profesional o carta de pasante para la 
práctica de la abogacía en las diligencias de prueba en que intervengan, en el entendido 
que el autorizado que no cumpla con lo anterior, perderá la facultad a que se refiere este 
artículo en perjuicio de la parte que lo hubiere designado, y únicamente tendrá las que se 
indican en el penúltimo párrafo de este artículo. 

Las personas autorizadas en los términos de este artículo, serán responsables de los daños 
y perjuicios que causen ante el que los autorice, de acuerdo a las disposiciones aplicables 
del Código Civil Federal, relativas al mandato y las demás conexas. Los autorizados podrán 
renunciar a dicha calidad, mediante escrito presentado al tribunal, haciendo saber las 
causas de la renuncia. 

Los tribunales llevarán un libro de registro de cédulas profesionales de abogados, en 
donde podrán registrarse los profesionistas autorizados. Las partes podrán designar 
personas solamente autorizadas para oír notificaciones e imponerse de los autos, a 
cualquiera con capacidad legal, quien no gozará de las demás facultades a que se 
refieren los párrafos anteriores. 
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El juez al acordar lo relativo a la autorización a que se refiere este artículo deberá expresar 
con toda claȸidad el alcance con el ȷue se ȸeconoce la autoȸización otoȸǕadaٺ. 

Como se puede apreciar, en este caso, no existe conflicto alguno en el uso de las palabras, 
toda vez que los párrafos tienen una distribución distinta, lamentablemente es una 
situación que no se verificó y en la que no se tuvo el cuidado de ajustar el texto del artículo 
conforme se movieron los párrafos que lo integran, lo que resultó en dos sinsentidos en un 
mismo artículo. 

Contenido de la propuesta de reforma 

Se reforma el artículo 117 de la Ley General de Responsabilidades Administrativas, para 
establecer lo siguiente: 

- Que el servidor público señalado como presunto responsable de una falta administrativa 
grave, no grave; el particular, sea persona física o moral, señalado como presunto 
responsable en la comisión de faltas de particulares y los terceros en un procedimiento de 
responsabilidad, podrán autorizar para oír notificaciones en su nombre, a una o varias 
personas con capacidad legal, quienes quedarán facultadas para interponer los recursos 
que procedan, ofrecer e intervenir en el desahogo de pruebas, alegar en las audiencias, 
pedir se dicte sentencia para evitar la consumación del término de caducidad por 
inactividad procesal y realizar cualquier acto que resulte ser necesario para la defensa de 
los derechos del autorizante, pero no podrá substituir o delegar dichas facultades en un 
tercero. 

Dichas personas deberán acreditar encontrarse legalmente autorizadas para ejercer la 
profesión de abogado o licenciado en derecho, debiendo proporcionar los datos 
correspondientes en el escrito en que se otorgue dicha autorización y mostrar la cédula 
profesional o carta de pasante para la práctica de la abogacía en las diligencias de prueba 
en que intervengan, en el entendido que el autorizado que no cumpla con lo anterior, 
perderá la facultad a que se refiere este artículo en perjuicio de la parte que lo hubiere 
designado, y únicamente quedará autorizada para oír notificaciones e imponerse de los 
autos, y no gozará de las demás facultades a que se refieren los párrafos anteriores. 

Cuadro comparativo 
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Por lo anteriormente expuesto y fundado, se somete a consideración del pleno de esta 
soberanía la siguiente iniciativa con proyecto de 

Decreto por el que se reforma el segundo párrafo del artículo 117 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas 

Artículo Primero. Se reforma el segundo párrafo del artículo 117 de la Ley General de 
Responsabilidades Administrativas, para quedar como sigue: 
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Artículo 117. ... 

Las personas autorizadas conforme al primer párrafo de este artículo, deberán acreditar 
encontrarse legalmente autorizadas para ejercer la profesión de abogado o licenciado en 
derecho, debiendo proporcionar los datos correspondientes en el escrito en que se otorgue 
dicha autorización y mostrar la cédula profesional o carta de pasante para la práctica de la 
abogacía en las diligencias de prueba en que intervengan, en el entendido que el 
autorizado que no cumpla con lo anterior, perderá la facultad a que se refiere este artículo 
en perjuicio de la parte que lo hubiere designado, y únicamente quedarán facultados para 
oír notificaciones e imponerse de los autos del expediente. 

... 

... 

... 

... 

Transitorio 

Único. El presente decreto entrará en vigor el día siguiente al de su publicación en el Diario 
Oficial de la Federación. 

Palacio Legislativo de San Lázaro, a 9 de febrero de 2023. 

Diputada Yesenia Galarza Castro (rúbrica) 
 


